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INFORME No. 118/13

PETICIÓN P-1428-09

INADMISIBILIDAD
MLPZ y su padre
 

CHILE

8 de noviembre de 2013

I.
RESUMEN

 

1. El 10 de noviembre de 2009, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió una petición presentada por el señor MPG (en adelante “el peticionario”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Chile (en adelante “Estado”, “Estado chileno” o “Chile”) por la alegada violación a los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales, a la protección a la honra y a la dignidad, protección a la familia, protección especial del niño, igualdad ante la ley y protección judicial en perjuicio de su persona y del niño MLPZ, establecidos en los artículos 5, 8, 11, 17, 18, 19, 24 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante “la  Convención Americana” o “la Convención”), en relación con los deberes de respeto y garantía, conforme a los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  

2. En la petición se alega que el Estado chileno habría incurrido en una serie de violaciones  cometidas durante el proceso de restitución internacional instaurado en Chile por la sustracción internacional de MLPZ, de 4 años en ese entonces, desde su país de residencia. En este sentido, alega que la Corte Suprema de Chile conoció de un recurso de casación sin tener competencia para ello, y que durante su tramitación cometió violaciones al debido proceso y falló bajo el prejuicio que cualquier niño siempre está per se  mejor con su madre, sin considerar su interés superior. 

3. Por su parte, el Estado manifestó que la decisión cuestionada por el peticionario fue proferida por la Corte Suprema de Justicia de Chile dentro de sus facultades y en consideración a estándares internacionales de protección a los niños, niñas y adolescentes; así como en concordancia con la legislación chilena existente en la materia. De esta manera, la decisión doméstica estuvo enfocada en proteger el interés primordial del niño. 

4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió que el reclamo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b de la Convención Americana, debido a que de lo alegado, no se desprenden hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos garantizados en el referido instrumento.  Asimismo, decidió notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. 
Con fecha10 de noviembre de 2009, el señor MPG presentó una petición ante la CIDH, la cual fue registrada bajo el número P-1428-09. El 15 de diciembre de 2009 el peticionario presentó una ampliación de la petición con sus respectivos anexos. El 16 de septiembre de 2010 se transmitió copia de las partes pertinentes al Estado para que presentase sus observaciones en el plazo de dos meses. 
6. Por medio de nota recibida el día 22 de noviembre de 2010, el Estado chileno solicitó una prórroga de un mes adicional al plazo inicialmente otorgado por la CIDH. El 29 de noviembre de 2010 la Comisión concedió el plazo de la prorroga al Estado. En la misma fecha se le informó a los peticionarios de dicha extensión. 

7. El 3 de enero de 2011 la Comisión recibió la respuesta del Estado a la petición objeto de este informe, la cual fue trasladada a los peticionarios el 9 de febrero de 2011 otorgándole un mes para que presentara sus observaciones. 

8. El 13 de febrero de 2011 los peticionarios presentaron sus observaciones a la contestación del Estado, las cuales le fueron remitidas al Estado el 17 de mayo de 2011 para que presentara observaciones en el plazo de un mes. El 24 de agosto de 2011 la Comisión reiteró al Estado dicha solicitud de información. El Estado presentó su respuesta por medio de nota de fecha 21 de septiembre de 2011. 

9. A través de nota de fecha 29 de septiembre de 2011 se dio traslado a los peticionarios de la información suministrada por el Estado otorgándoles el plazo de un mes para tales efectos. Los peticionarios presentaron su respuesta el 5 de octubre de 2011, la cual fue enviada al Estado el 8 de enero de 2013.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario

10. De acuerdo a la información proporcionada por el peticionario, el niño MLPZ nació en España en octubre de 2004. La madre de MLPZ es de nacionalidad chilena; el peticionario es de origen catalán, y ambos se habrían conocido en Chile durante un viaje del peticionario en 1998, pero eventualmente se radicaron en España. Transcurridos los primeros años desde el nacimiento del niño, la pareja comenzó a tener problemas de convivencia.

11. La madre de MLPZ habría decidido pasar unas vacaciones en Chile con su familia, y así, habría acordado con el peticionario que ella viajaría con el niño el 22 de noviembre de 2007, para pasar navidad en Chile, y regresaría en abril de 2008 a España. Sin embargo, una vez en Chile, la madre de MLPZ habría permanecido definitivamente en dicho territorio, alegadamente después de que habría terminado la relación con MPG por teléfono. El peticionario habría tratado de convencer a la madre de MLPZ para que regresara a España con el niño, sin resultados. Asimismo, la información proporcionada por el peticionario indica que habría viajado a Chile en al menos una ocasión, para visitar al niño. Durante la visita el peticionario habría tenido acceso al niño. Sin embargo, los intentos de conciliación con la madre del niño para establecer un régimen definitivo de visitas fracasaron, y tampoco habrían sido determinados por los funcionarios chilenos.

12. El 10 de octubre de 2008, el peticionario presentó una solicitud de restitución del niño a España ante la Subdirección General de Cooperación Jurídica Internacional en Madrid con base en el artículo 12 del Convenio de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. 

13. En su solicitud el peticionario expresó que
 el padre ha intentado razonar con la madre desde dicho traslado no consentido y llegar a un acuerdo para que volviera con el niño, explicando los perjuicios y desarraigo que se generaba con ello al hijo común, habiendo incluso viajado a Chile para poder ver a su hijo, pues la madre, tras ocho meses de intento de mediación y acuerdos, no devuelve al menor a territorio español, con su padre. De hecho, la única explicación de lo sucedido, es que la madre, al funcionar mal la pareja sentimental, ha querido hacer desaparecer literalmente la figura paterna, tal y como la madre hace constar expresamente en las notas manuscritas de odio y rencor que dirigió al padre y que se aportarán en el anexo documental, sin importarle desarraigar el menor de su entorno habitual, familia paterna, amigos, colegio y lugar de nacimiento (…) donde debe permanecer por su beneficio, y salvo que la autoridad competente (española) decida en defecto del acuerdo de sus padres el lugar de residencia del niño, en el interés del niño y no el de sus progenitores 
. 

14. Dicha solicitud fue trasladada a la Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana de Santiago de Chile que presentó ante los Tribunales de Familia de Santiago la demanda por secuestro internacional en contra de la madre de MLPZ, el 7 de noviembre de 2008. La causa fue asignada al Primer Juzgado de Familia de Santiago. La demandada presentó contestación a la demanda el 12 de diciembre de 2008 y el juzgado profirió sentencia de primera instancia el 31 de septiembre de 2008 ordenando la restitución del niño a territorio Español.

15. El juez de primera instancia tuvo en consideración una evaluación sicológica realizada al niño en Chile en diciembre de 2008, que establecía que de los resultados de las actividades con el niño se concluía que tenía una buena imagen respecto a la relación padre-hijo, entendía el concepto de familia, pero reflejaba el conflicto existente debido a la separación de sus padres, y su dificultad para funcionar en dos mundos a la vez. El niño mostraba un comportamiento ansioso y actitudes agresivas que estarían reflejando una tensión emocional importante, la fuerza física que imprimía a sus acciones mostraba una frustración de fondo. Además, el médico consideró que la falta de acuerdo entre ambos padres para llamarlo por un solo nombre estaba ocasionando al niño problemas de identidad, pues la madre le llamaba por un nombre diferente, lo cual había provocado que existiera una confusión y recuerdos que el niño no lograba hilvanar debido a una especie de “prohibición materna de mantener viva su ascendencia catalana”
.

16. El día 7 de enero de 2009, la madre de MLPZ interpuso un recurso de apelación contra la decisión del Primer Juzgado de Familia, solicitando que se revocara esta sentencia, y que se rechazara en todas sus partes la solicitud de restitución del niño toda vez que la restitución inmediata del niño a España representaba un grave riesgo para él. El recurso de apelación fue decidido el 16 de febrero de 2009 por decisión de la Segunda Sala de Verano del Juzgado de familia de Santiago que confirmó la sentencia apelada, y de esta manera quedó ejecutoriada la sentencia el 3 de marzo de 2009.

17. El día 4 de marzo de 2009, la madre de MLPZ interpuso recurso de casación contra la decisión, alegando que bajo el artículo 13 letra b) de la Convención Sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, el juez no está obligado a ordenar la restitución del menor cuando exista un grave riesgo de exponer al niño a un peligro físico, sicológico, o a una situación intolerable. El recurso mencionaba que el niño no estaba en condiciones de enfrentar más rupturas, separaciones y cambios, que necesitaba vivir junto a su madre, quien era la principal figura y había estado a cargo de su crianza. La madre acompañó el recurso con un certificado de atención sicológica de una psicóloga de la Universidad Católica que alegadamente acreditaba esta situación de grave riesgo. 

18. La Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana de Santiago de Chile, en representación del Estado y del peticionario, contestó el recurso de casación señalando que éste era improcedente ya que el recurso de casación no procedería en estos procesos
.

19. La Corte Suprema de Chile profirió su decisión el 6 de julio de 2009 y estableció que si bien de acuerdo a los presupuestos fácticos del caso, se encontraba tipificado el traslado o retención de un niño considerado ilícito, y que se daban las condiciones para ordenar el regreso del niño a su país de origen, no correspondía una aplicación automática de la norma. La Corte consideró que la posibilidad de que el niño regresara a España constituía, bajo la perspectiva del interés superior del niño, un riesgo inminente de que el desarrollo del niño se viera afectado o expuesto a una situación intolerable dentro de los términos de la Convención de La Haya. En este sentido, refirió que “[S]i bien tanto la figura materna y paterna son importares y determinantes para su formación, lo cierto es que no puede desconocerse aquella regla natural o biológica que da cuenta de una especial vinculación con esta última. Tal relación que viene dada por la existencia de la vida parental y que se presenta como simbiótica en los inicios del desarrollo humano, se va transformando e independizando a medida que el niño avanza en su desarrollo.”  La Corte Suprema emitió una sentencia de reemplazo revocando la decisión del 31 de diciembre de 2008 y resolvió no dar lugar a la restitución del niño a España
.  

20. El peticionario alega que la decisión de la Corte respecto a la casación fue, en primer lugar, improcedente puesto que la norma que regulaba la aplicación del Convenio de la Haya mencionaba claramente que solo procedía recurso de apelación contra este tipo de sentencias. En segundo lugar, el peticionario alega que la decisión de la Corte Suprema modificó hechos que habrían sido establecidos en la primera instancia, reformulando hechos probados y afectando el status quo fáctico del caso. Adicionalmente, el peticionario observó que la Corte Suprema basó su decisión en la presunción estereotipada de que el retorno de MLPZ a España suponía un peligro para su salud y de que el niño estaría mejor con la madre. El peticionario consideró que el razonamiento fue discriminatorio ya que no fue demostrado que el padre, ni España, suponían un peligro para el niño, y que la premisa que “el hijo esta mejor junto a la madre” es un “arcaísmo machista” que prejuzga la custodia para la madre en violación al derecho de igualdad y las garantías de protección a la familia consagradas en la Convención Americana. 

21. Por todo lo anterior, el peticionario consideró que la conducta del Estado a través de sus funcionarios judiciales comprometió la responsabilidad internacional de Chile por violación a los derechos a la integridad personal, garantías judiciales, protección a la honra y a la dignidad, protección a la familia, protección especial del niño, igualdad ante la ley y protección judicial en perjuicio de su persona y del niño MLPZ, establecidos en los artículos 5, 8, 11, 17, 18, 19, 24 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, en relación con los deberes de garantía, conforme los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado.  

B. 
Posición del Estado

22. El Estado consideró que actuó dentro de sus facultades y en consideración a estándares internacionales de protección de niños, niñas y adolescentes, y de conformidad a la legislación chilena existente en la materia. 

23. El Estado resaltó que la consideración primordial del tribunal supremo para emitir su fallo, fue el interés superior del niño, lo cual se podía apreciar en los apartes de la sentencia de casación, y seguidamente citó los siguientes 4 párrafos del fallo:  

Sobre ello debe considerarse también que el niño es un sujeto de derecho especial, dotado de una supra protección, pues goza de garantías adicionales atendida su vulnerabilidad y fragilidad. En este sentido destaca el denominado Principio del Interés Superior del Niño, consagrado e inspirador de la Convención en estudio y de vigencia transversal en nuestro ordenamiento jurídico, el que si bien presenta un contenido indeterminado sujeto a la comprensión y a la extensión que cada sociedad y su momento histórico le asignen, puede sostenerse que alude o dice relación con la satisfacción integral de sus derechos, en todos los ámbitos de su desarrollo. En efecto, el mismo pretende asegurar al menor el ejercicio y protección de sus derechos fundamentales y posibilitar la mayor suma de ventajas en todos los aspectos de su vida, en la perspectiva de su autonomía y orientado asegurar el libre desarrollo de su personalidad (...)

Que desde este punto de vista no puede obviarse que el menor a que se refieren estos autos, MLPZ, es un niño de actuales cuatro años nueve meses de edad, que siempre ha vivido junto a su madre...Desde este punto de vista no puede desconocerse la particular situación del menor dada por su condición estaría y etapa de desarrollo en que se encuentra, donde si bien tanto la figura paterna como la materna son importantes y determinantes para su formación, lo cierto es que no puede desconocerse aquella regla natural o biológica que da cuenta de una especial vinculación con esta última… en esta etapa de la niñez es crucial la presencia de la madre, con la que primordialmente se presenta el apego, elemento fundamental para el desarrollo del niño, en cuanto factor de protección y contención (…)

Que así las cosas no puede desconocerse que la relación filial que se ha desarrollado naturalmente entre la demandada y su hijo, conforme a la etapa de crecimiento que el mismo atraviesa y la importancia que tiene para su presente y futuro el mantener tal vinculación, en términos de no privar al menor de tener una vida al lado de su madre y bajo los cuidados cotidianos de la misma. Pues dicha pérdida o la posibilidad cierta de ello, representan un grave riesgo para el menor, en cuanto esa situación lo expone Innegablemente a un peligro, sobre todo sicológico, en el ámbito de su desarrollo personal, el que atendidas las circunstancias ya descritas requiere la presencia de la figura materna, en los términos antes anotados.

(…)

La posibilidad que el menor sea trasladado a su país de origen, representa un evento cierto de que sea separado de su madre y con ello termine una vida, redes y afectos que ha formado y desarrollado en este país, lo que desde la perspectiva en estudio, esto es, siempre desde el punto de vista del interés superior del niño, constituye un riesgo efectivo inminente de que el desarrollo del menor se vea afectado o expuesto a una situación intolerable, en los términos previstos en el articulo 13 letra b) de la Convención sobre los Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños.

24. Por las observaciones anteriores, el Estado de Chile solicitó a la Comisión Interamericana la declaración  de inadmisibilidad.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

 

A.
Competencia

 

25. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales respecto de quienes el Estado chileno se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. Asimismo, conforme a lo dispuesto por el artículo 44 de la Convención Americana, el peticionario está legitimado para presentar una denuncia ante la Comisión. La Comisión resalta que Chile es parte de la Convención Americana desde el 21 de agosto de 1990, fecha en que depositó el instrumento de ratificación respectivo. En consecuencia la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la denuncia presentada. 
26. La Comisión observa que en el asunto bajo estudio se alegan violaciones de derechos contenidos en la Convención Americana, que otorgan a la Comisión competencia ratione materiae para su examen. 
27. Los hechos que afectaron a MLPZ y MPG han ocurrido desde el 2008 y sus efectos se han prolongado hasta el presente, por ende la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos estaba en vigor para la fecha de los hechos. En consecuencia, la Comisión posee competencia ratione temporis en relación con las denuncias presentadas por el peticionario.  
28. Finalmente, dado el hecho que en la petición se aducen violaciones de derechos protegidos conforme a la Convención Americana que habrían tenido lugar en el territorio de Chile, que es un Estado miembro de la OEA, la Comisión concluye que posee competencia ratione loci para entender en el asunto. 
29. Lo anterior, sin perjuicio que en el análisis de si el Estado chileno incurrió en responsabilidad internacional bajo la Convención Americana, la CIDH tome en consideración otros instrumentos que hacen parte del corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
B.
Requisitos de admisibilidad

 

1. 
Agotamiento de los recursos internos

 

30. El artículo 46.1.a de la Convención Americana establece que para que una petición sea presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos de acuerdo a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El objetivo de este requisito es permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

31. En el presente caso  el día 4 de marzo de 2009 se interpuso un recurso de casación, mismo que fue trasladado a la contraparte para que presentara sus consideraciones y que fue resuelto por la Corte Suprema anulando la decisión y dictando una nueva sentencia de reemplazo el 6 de julio de 2009, por lo cual la Comisión considera que los recursos domésticos en el presente caso se encuentran plenamente agotados. 
2.
Plazo de presentación de la petición

 

32. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva a nivel nacional. 

33. En el presente caso, la petición fue recibida el 10 de noviembre de 2009, cuatro meses  y cuatro días después de la decisión final en el caso.  De manera que la Comisión debe considerar cumplido el requisito de presentación de la petición dentro del término previsto en la Convención.
3.
Duplicación y cosa juzgada

 

34. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

 

4.
Caracterización de los hechos alegados
35. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
36. Conforme a la jurisprudencia del sistema interamericano, la Comisión no se encuentra facultada para revisar “las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia, aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que encuentre que se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana. La Comisión ha sostenido reiteradamente al respecto que:
Conforme al preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la protección internacional que otorgan los órganos del sistema regional es de carácter complementario. En consecuencia, la Comisión no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales que hayan actuado dentro de los límites de su competencia, salvo que existiera evidencia inequívoca de vulneración de las garantías del debido proceso consagradas en la Convención Americana.

37. De éste modo, la Comisión carece de competencia para sustituir su juicio por el de los tribunales nacionales sobre cuestiones que involucren la interpretación y explicación del derecho interno o la valoración de los hechos.  Por tanto, la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad, pero no la garantía de un resultado favorable. Así, la interpretación de la ley, el procedimiento pertinente y la valoración de la prueba es, entre otros, el ejercicio de la función de la jurisdicción interna, que no puede ser remplazado por la CIDH. En el presente caso, habiendo analizado la posición de las partes, la Comisión no cuenta con elementos de juicio que le permitan inferir de las actuaciones judiciales, acciones u omisiones que tiendan a caracterizar violaciones al debido proceso bajo la Convención Americana.  
38. En consecuencia, la CIDH concluye que los alegatos del peticionario no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención Americana, por lo cual la denuncia no satisface el requisito previsto en el artículo 47.b) de dicho instrumento.
V.
CONCLUSIONES

 

39. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 47.b) de la Convención, debido a que no expone hechos que tiendan a caracterizar la violación a derechos protegidos por dicha Convención, y en consecuencia, 

40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

 

1. Declarar inadmisible la petición bajo estudio, conforme al artículo 47.b) de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente (en contra); Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta;  Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Miembros de la Comisión. 
� El Comisionado Felipe González, de nacionalidad chilena, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2)(a) del Reglamento de la Comisión.


� La CIDH se abstiene de publicar la identidad de las supuestas víctimas y de la madre MLPZ en virtud que la presunta víctima es menor de edad. 


� Anexos a la ampliación de la petición inicial: Formulario de solicitud de devolución de fecha 10 de octubre de 2008. 


�Anexos: Evaluación del Centro Terapéutico de Gradas de fecha diciembre de 2008.


� El artículo 9 del Auto Acordado de la Excelentísima Corte Suprema sobre el Procedimiento Aplicable a la Convención de La Haya Relativo a los Efectos Civiles del Secuestro Internacional de Menores de fecha 3 de noviembre de 1998  modificado el 17 de mayo de 2002 establece que “La sentencia definitiva solo será impugnable a través del recurso de apelación, el que deberá interponerse dentro del plazo de cinco días contado desde la notificación respectiva (…)”.


� Anexos a la ampliación de la petición inicial: Sentencia Casación de la Corte Suprema de Chile de fecha 6 de julio de 2009.


� CIDH, Informe No.122/01, Petiición 0015/00, Wilma Rosa Posadas (Argentina),  10 de octubre de 2001, párr. 10.
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